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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / SE PIDE DEJAR SIN EFECTOS ACTO ADMINISTRATIVO / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / NO SE DEMOSTRÓ LA EXISTENCIA DE PERJUICIO IRREMEDIABLE.
… si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.

De allí que el artículo 86 Superior, en consonancia con el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, puntualicen que la acción de tutela sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de las garantías fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria…
Partiendo de los presupuestos decantados anteriormente, lo primero que debe advertir la Colegiatura es que la acción de tutela no es el mecanismo legalmente diseñado para dirimir asuntos de índole económica o controversias relacionadas con el contenido de los actos administrativos expedidos por las autoridades competentes en uso de las facultades consagradas en la ley, amparados además por la presunción de legalidad, y ello con mayor razón sucede en casos como el presente, en que la parte accionante dice genéricamente que con la materialización de dicha decisión puede sufrir un perjuicio irremediable, pero lo cierto es que dentro de la actuación no hay nada que acredite tales dichos…
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor ALBEIRO ARIAS GALVIS, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de seguridad de Pereira el 18 de diciembre de 2019, mediante la cual declaró improcedente la solicitud de amparo constitucional invocada por el recurrente en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL U.G.P.P.

ANTECEDENTES:

Fueron sintetizados por el Despacho de conocimiento así: 

“El señor Albeiro Arias Galvis, interpone acción de tutela contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, entidad a la que acusa de vulnerar sus derechos fundamentales del debido proceso y defensa, toda vez que la accionada profirió Resolución N° RDO-2018-03680 el 5 de octubre de 2018, para la liquidación oficial por omisión en la vinculación al Sistema de Seguridad Social Integral de enero a diciembre de 2015, en cuantía de $58.482.400, y se impuso sanción por no declarar $116.964.800, acto administrativo contra el cual el accionante interpuso recurso de reconsideración, y se resuelve el mismo mediante Resolución N° RDC-2019-02248 del 30 de octubre de 2019, sin tenerse en consideración las pruebas que se aportaron debidamente con el recurso. Solicita que se ordene a la entutelada revocar su decisión y en su lugar proceda a efectuar nuevamente el análisis de las pruebas aportadas; para lo cual allega la documentación que se estimó pertinente”
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 

El Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el conocimiento de la actuación mediante auto del 6 de noviembre de 2019, mediante el cual ordenó correr traslado de la demanda a la UGPP para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
Posteriormente, al realizar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 18 de diciembre de 2019, declarar improcedente la acción de tutela, por cuanto a juicio del Juez cognoscente no se acreditó el presupuesto de subsidiariedad al existir al alcance del accionante otro mecanismo de defensa judicial para dirimir la controversia planteada.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Inconforme con la decisión de instancia, el accionante presentó dentro del término legalmente previsto un escrito mediante el cual la impugnó. En dicho memorial expuso que la UGPP vulneró su derecho al debido proceso en sus componentes de defensa y contradicción, por no considerar las pruebas en que sustentó el recurso de reconsideración promovido en contra del acto administrativo sancionatorio, en su afán desmedido por proferir una decisión de esa naturaleza, imponiéndole así una sanción millonaria. 

El recurrente no compartió las conclusiones a las que arribó el fallador, al afirmar que la acción de tutela no está consagrada como una figura paralela a los procesos ordinarios establecidos por el legislador, pues resaltó que en ningún momento se está pidiendo “la configuración de la vía ordinaria”, sino que está pidiendo el amparo de sus derechos, en especial porque la decisión de la UGPP le está ocasionando muchos perjuicios. Además pidió que se tenga en cuenta que él es un sujeto de especial protección constitucional. 
Por lo dicho, el accionante insistió en las pretensiones esbozadas al inicio. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la entidad accionada vulneró o no el derecho fundamental al debido proceso del accionante al momento de resolver el recurso de reconsideración interpuesto en contra de la liquidación oficial relacionada con un proceso administrativo sancionatorio.

3. Solución:

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación se concentra en el cuestionamiento que se le hace al fallo de primer nivel, que negó el amparo a los derechos invocados al precisar básicamente que en el caso del señor Albeiro Arias Galvis le asiste otro medio de defensa judicial que le permite buscar una solución a la controversia planteada.

Para entrar a analizar el problema jurídico, hay que tener en cuenta primero que si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.

De allí que el artículo 86 Superior, en consonancia con el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, puntualicen que la acción de tutela sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de las garantías fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo imposible de realizar en el perentorio término que para la resolución de las acciones de tutela consagra la ley, aunado a lo cual, se insiste, la justicia ordinaria en cada una de sus especialidades, está en la obligación de garantizar la salvaguarda de los derechos fundamentales; por tanto, a la tutela se debe acudir como último recurso, o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable, perceptible y verificable a grandes rasgos en el devenir del trámite tuitivo. 

Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales. De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que la amenaza está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

 

En ese orden de ideas, el Juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial como uno de los poderes públicos:

“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados…”.

Quiere decir lo anterior que, si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo sus pretensiones en sede constitucional.

Del caso concreto: 

Partiendo de los presupuestos decantados anteriormente, lo primero que debe advertir la Colegiatura es que la acción de tutela no es el mecanismo legalmente diseñado para dirimir asuntos de índole económica o controversias relacionadas con el contenido de los actos administrativos expedidos por las autoridades competentes en uso de las facultades consagradas en la ley, amparados además por la presunción de legalidad, y ello con mayor razón sucede en casos como el presente, en que la parte accionante dice genéricamente que con la materialización de dicha decisión puede sufrir un perjuicio irremediable, pero lo cierto es que dentro de la actuación no hay nada que acredite tales dichos, de tal suerte que el supuesto perjuicio irremediable al que se vería expuesto el señor Albeiro con la decisión de la administración (UGPP) no logra reflejarse en la información aportada a la presente actuación, y en ese contexto, lo que se concluye es que el tutelante se encuentra en condiciones de acudir a la vía ordinaria para que allí se dirima el asunto.

Recordemos que si bien en materia de tutela es de conocimiento público que su procedimiento no es tan riguroso como en algunas otras acciones que existen en la jurisdicción, ello  no implica que quien acude a ella esté exento de aportar las pruebas que hagan evidente las condiciones de vulnerabilidad que se alegan, la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma permanente o transitoria, además de las razones por las cuales es este tipo de mecanismo, y no otro, el adecuado para los fines perseguidos.

En ese orden de ideas, en virtud a la naturaleza del reclamo formulado por el accionante, que tiene que ver con el cuestionamiento que se le hace al contenido de un acto administrativo particular, puede afirmarse que su debate y contraposición debería proponerse en sede ordinaria a través de una acción de nulidad y restablecimiento del derecho en la jurisdicción contencioso administrativa, mecanismo que valga decirse, cuenta con la posibilidad de impetrar la imposición de medidas cautelares para la protección de los derechos que en este escenario se reclaman, incluso a través de la suspensión del acto administrativo que se considera lesivo de los derechos en juego.

A la luz de lo anterior, es evidente que la decisión a tomar dentro del presente asunto es la confirmación de lo decidido en primera instancia, por las razones expuestas a lo largo de este proveído.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, mediante la cual se declaró improcedente la acción de tutela instaurada por el señor ALBEIRO ARIAS GALVIS en contra de la UGPP, ello de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-097 del 16 de febrero de 2006, MP: Alfredo Beltrán Sierra.
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